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El Equipo de Elites Parlamentarias de la Universidad de Salamanca lleva entrevistando a los diputados de la 
Asamblea Legislativa de Guatemala desde 1995 contando con datos de opinión de los mismos para las últi-
mas cuatro legislaturas. Durante este tiempo Guatemala ha vivido un proceso de transformación, pues si 
bien la transición formal ocurrió con las elecciones celebradas en 1985, el conflicto y la hegemonía militar se 
mantuvieron -por lo menos- hasta 1996, cuando se suscribieron los Acuerdos de Paz 1 
Un análisis de las percepciones de los parlamentarios sobre algunas cuestiones relacionadas con la democra-
cia y sobre instituciones como el Poder Judicial, puede ayudar a entender el devenir de éste país donde -
como en otros de la región- a pesar de las reformas judiciales emprendidas, todavía queda mucho por hacer 
para consolidar el estado de derecho.  
Los datos adquieren un especial interés si se tiene en cuenta que corresponden a parlamentarios electos en 
distintos períodos. Así, la primera legislatura que se analiza (1995-1999) fue instalada un año antes de que se 
suscribieran los Acuerdos de Paz, mientras la siguiente (2000-2004) corresponde a las primeras elecciones 
después de dichos acuerdos. Las elecciones para los siguientes períodos (2004-2008 y 2008-1012) estuvieron 
antecedidas de violencia y evidenciaron una alta fragmentación del sistema de partidos. En ambos casos 
además han sido protagonistas del proceso electoral figuras directamente relacionadas con períodos autori-
tarios y graves violaciones a los derechos humanos.  
 
Guatemala: una transición esperada 
Guatemala está conformada por una sociedad predominantemente indígena y mestiza, donde unas mismas 
élites se han afincado en el poder desde la colonia, y que más tarde, entre 1954 y 1985, con la adopción de la 
doctrina de la seguridad nacional, fue testigo de la militarización de la política, bien mediante golpes de Esta-
do o bien con elecciones fraudulentas, y una política de exterminio de la población campesina e indígena 
(Alcántara 2008: 161).  
La militarización y represión del Estado fue seguida por la opción que tomaron algunos sectores marginados 
de acudir a la táctica guerrillera, exacerbándose la polarización y la violencia, que alcanzó su culmen en 1982, 
año en que surgió la Unidad Revolucionaria Guatemalteca (URNG) -agrupando movimientos que defendían 
la lucha armada- y año también en el que el general José Efraín Ríos Montt perpetró un golpe de Estado, 
manteniéndose en el poder sólo unos meses, que le bastaron para ejecutar la política de “tierra arrasada”. 
 
Ríos Montt fue depuesto por el alto mando del ejército, que designó como jefe de Estado al general Oscar 
Mejía Vítores, durante cuyo gobierno se convocó la Asamblea Nacional Constituyente, que  trabajó mientras 
los miliares continuaban en el poder. En 1985, luego de la expedición de la Constitución, se celebraron elec-
ciones tanto de Presidente como de Congreso, configurándose formalmente la transición. Sin embargo, la 
transición formal no coincidió con el fin del conflicto y las graves violaciones a los derechos humanos por 
parte del Estado, llegando a señalarse lo único que cambió, a partir de los noventa, fue que los crímenes 
masivos pasaron a ser selectivos (Martí, 2004: 253). 
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Boletín datos de opinión 
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Elites Parlamentarias Latinoamericanas 
1 “Desde un punto de vista estrictamente formal, pasar de un régimen autoritario a un gobierno civil electo es el indicador 
de transición democrática más habitualmente aceptado. Sin embargo, durante casi toda la segunda mitad del siglo XX, la 
política centroamericana se ha definido por la coexistencia de elecciones e injerencias militares. Al contrario de lo que 
ocurrió en el Cono Sur, la transición a gobiernos electos en El Salvador, Honduras y Guatemala coincidió prácticamente 
con el peor momento de violación de los derechos humanos, con la consolidación del poder militar sobre la sociedad civil 
y el Estado, y con la desmovilización de los movimientos opositores” (Sieder, 2002: 249, 250). 
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En 1988 Vinicio Cerezo sufrió un intento de golpe de Estado y en 
1993 su sucesor, Serrano Elías, disolvió el Congreso y la Corte Su-
prema de Justicia, propiciando la reacción de la comunidad interna-
cional y la intervención de las Fuerzas Armadas en respaldo de la 
Corte de Constitucionalidad, que desaprobó el autogolpe. En diciem-
bre de 1996, durante el gobierno de Álvaro Arzú, se firmó en Ciudad 
de Guatemala el Acuerdo de Paz Firme y Duradera, que ponía fin al 
conflicto armado entre la URNG y el Estado y dejaba sentados los 
lineamientos para una serie de reformas institucionales, entre ellas la 
del Poder Judicial. 
En 1998 la Comisión de Fortalecimiento de la Justicia (CFJ), creada en 
el marco de los Acuerdos de Paz, emitió su informe Una nueva justicia 
para la paz, que, además de contener un diagnóstico sobre el estado 
de la administración de justicia en Guatemala, incluyó un conjunto de 
recomendaciones tendientes a promover “una transformación de 
fondo […] tanto en el marco jurídico del sistema como en su estruc-
tura” (CFJ, 1998: 9). El informe contiene un apartado sobre recomen-
daciones para reformas constitucionales referidas a la administración 
de justicia, emitidas en 1997 y aprobadas por el Congreso en 1998 
(Pásara y Wagner, 2000: 35), entre ellas algunas referidas a las funcio-
nes e integración de la Corte Suprema de Justicia, a la administración 
del Organismo Judicial, a la carrera judicial, a derechos de los pueblos 
indígenas y a la limitación de la justicia militar (CFJ, 1998: 185-189). 
En febrero de 1999 la Comisión de Esclarecimiento Histórico (CEH) 
emitió su informe Guatemala, memoria del silencio, donde incluyó un 
capítulo sobre el rol de la justicia durante el conflicto armado inter-
no. 
En 2003 la violencia fue protagonista del proceso electoral, con asesi-
natos de una veintena de líderes de oposición, así como con los suce-
sos del 24 y 25 de julio, conocidos como “jueves negro” y “viernes 
de luto”, donde partidarios de Ríos Montt2 protestaron violentamen-
te contra las decisiones judiciales que -en aplicación a prohibición 
constitucional- no le permitían ser candidato presidencial, por haber 
gobernado de facto, las cuales más tarde fueron desconocidas por la 
propia Corte de Constitucionalidad3. Por primera vez en estos comi-
cios se observaba una gran fragmentación del sistema de partidos 
guatemalteco. 
La campaña presidencial de 2007 estuvo acompañada de nuevo de 
una gran violencia política, con más de treinta líderes muertos. En 
segunda vuelta compitieron Colom (UNE) y Otto Pérez Molina (PP), 
general en retiro que ofrecía mano dura en la lucha contra la crimina-
lidad. Resultó electo el primero, pero la fragmentación observada en 
un gran número de candidaturas en primera vuelta, se hizo evidente 
también en la conformación del Congreso. A pesar del alto grado de 
fragmentación del sistema de partidos guatemalteco no hay polariza-
ción ideológica, además de presentarse altos índices de volatilidad4 
 
Percepciones de los parlamentarios sobre 
la democracia  
 
En éste período de tiempo, la opinión de la élite parlamentaria guate-
malteca sobre la estabilidad de la democracia no ha sido muy positiva. 
Para la legislatura 1995-1999 un 17,5% de los parlamentarios conside-
raba que la democracia era muy estable, porcentaje que llama la aten-
ción después de un intento de golpe de Estado en 1988 y un autogol-
pe en 1993, y que se redujo notablemente para las siguientes legisla-
turas.   
Hasta la legislatura 2004-2008 -y con tendencia creciente- la mayoría 
de los entrevistados consideraba que la democracia era poco estable: 
50,6% y 68,4%, en 2000-2004 y 2004-2008, respectivamente. Esta 
tendencia se revirtió en la última legislatura, cuando, un 55,8% de los 
diputados señaló que la democracia es bastante estable5 
 




2 Quien ha tenido una larga carrera en el Congreso, donde además de presidente de la institución ha llegado a ser titular de su Comisión de Derechos Huma-
nos.  
3 “Dicha Corte pudo frenar dos intentos del ex dictador Efraín Ríos Montt de convertirse en candidato a la Presidencia, defendiendo lo estipulado en el artícu-
lo 186 de la Constitución de 1985 que prohíbe a ex líderes golpistas y a sus familiares presentarse como candidatos a la Presidencia de la Nación. Sin embargo, 
en 2003, en un acto muy controvertido, la Corte de Constitucionalidad anuló su dictamen anterior. Después del enfrentamiento entre la Corte y el Ejecutivo 
durante los años 2000 y 2001, el Frente Republicano Guatemalteco (FRG) desarrolló una estrategia para asegurar el nombramiento de simpatizantes del parti-
do a la Corte de Constitucionalidad. A pesar de que el Tribunal Supremo Electoral y la Corte Suprema de Justicia votaron en el 2003 para que se respetara el 
artículo 186, cuatro de los siete miembros de la Corte de Constitucionalidad votaron a favor de un cambio que permitió al ex candidato participar para la 
Presidencia, desencadenando una crisis política y judicial”. (Sieder, 2003: 72) Para un análisis detallado del caso ver Martínez Barahona (2009). 
4 “El sistema de partidos conformado a inicios del siglo XXI sigue mostrando unos partidos caudillistas, en los que imperan pos iciones personalistas más que 
ideológicas. Por otra parte, sigue evidenciándose una concentración de fuerzas en la derecha del espectro ideológico, la izquierda continua siendo débil pese al 
surgimiento de nuevas formaciones. Asimismo queda patente la inestabilidad en el sistema de partidos que lo hace extremadamente fragmentado, y un marca-
do transfuguismo de los diputados del Congreso de la República […] Solo en 2006 más de cincuenta diputados cambiaron de partido (Alcántara, 2008: 201). 

























1995-1999 2000-2004 2004-2008 2008-2012
Muy estable Bastante estable Poco estable
Nada estable NC
Fuente: Elaboración propia a partir de datos PELA 
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Dicha opinión se acompaña de un respaldo generalizado a la demo-
cracia como forma de gobierno. Sin embargo, para los períodos 2000
-2004 y 2008-2012, al menos un 10% de los parlamentarios entrevis-
tados consideraba que en contextos de crisis económica e inestabili-
dad política, un gobierno autoritario puede ser preferible a uno de-
mocrático. 
Preguntados por las posibles ventajas de un régimen democrático, en 
el Grafico 2 es posible ver como en 1995-1999 y 2000-2004 los par-
lamentarios guatemaltecos consideraban que la principal era, con 
diferencia, la protección de derechos y libertades individuales, que en 
las últimas dos legislaturas se mantiene -con una notable disminución-
, junto con otras, como la posibilidad de elegir a las autoridades de 
gobierno y el crecimiento económico.  
En la última legislatura adquieren un peso considerable “otras” tres 
opciones que por separado no lo tienen, debiendo resaltar entre ellas 
la bajísima valoración que tiene la democracia como medio de alcan-
zar la resolución de conflictos de forma pacífica, opción que en todos 
los períodos analizados tiene valores inferiores al 2%. También se 
destaca que la opinión de los legisladores sobre el impacto de la de-
mocracia en el respeto a los derechos humanos de las minorías es 
oscilante, pasando de un 19% en el período 1995-1999 a un 6,3% en 
el siguiente, para después subir y bajar de nuevo, en menor propor-
ción: 12,3% y 8,3% en 2000-2004 y 2004-2008, respectivamente. 
Gráfico 2: Posibles ventajas de un régimen democrático 
Haciendo hincapié en el tema de los derechos humanos de las minor-
ías étnicas o culturales, el Grafico 3 muestra que en la última legisla-
tura ha dejado de ser considerado como uno de los problemas que 
tienen importancia en Guatemala, al pasar de ser valorado en 2004-
2008 con mucha o bastante importancia por el 76,2% de los diputa-
dos, a un 34,1% en la última legislatura. 
 
Gráfico 3: Percepción sobre el grado de importancia del pro-
blema de los derechos humanos de las minorías. 
 
 
En cuanto a los aspectos que los encuestados consideran más rele-
vantes para la consolidación de la democracia, en el siguiente Gráfico  
se evidencia que además de la descentralización y la democratización 
regional, señalado “en primer lugar” como el principal en las tres 
últimas legislaturas, seguido de los procesos electorales limpios y 
libres, aparece el consenso sobre la Constitución y las instituciones 
básicas. Por debajo está el control de las Fuerzas Armadas (salvo para 
el 2000-2004 cuando su importancia se elevó en más de 10 puntos 
porcentuales para bajar de nuevo en la siguiente encuesta). La exis-
tencia de una Corte de Constitucionalidad independiente está com-
pletamente subvalorada, con una media inferior al 5%. 
 
 
6 La pregunta formulada en el cuestionario de PELA es la siguiente: A continuación, le voy a mostrar una lista de las posibles ventajas de un régimen democrático, y me 
gustaría saber, ¿cuál es, en su opinión, la principal? 
7 Una mejor distribución de los ingresos, la resolución de conflictos de forma pacífica y la posibilidad de participar en política a través de los partidos.  
8 La pregunta formulada en el cuestionario de PELA es la siguiente: A continuación, le voy a nombrar una serie de problemas comunes a muchos países. ¿Podría indi-
carme, para cada uno de ellos, qué grado de importancia: mucha, bastante, poca o ninguna tienen hoy en Guatemala? […] Derechos humanos o de las minorías étnicas o 
culturales […].  
9 La pregunta formulada en el cuestionario de PELA es la siguiente: De las siguientes características, ¿cuál es, en su opinión, la más relevante para la consolidación de 
la democracia en Guatemala?. Además de las incluidas en el gráfico, están previstas las siguientes opciones: la moderación de los partidos extremos de izquierda y 
derecha, una Corte de Constitucionalidad independiente que controle la constitucionalidad de las leyes, los acuerdos económicos entre gobierno, sindicatos y empresarios, los 









1995-1999 2000-2004 2004-2008 2008-2012
El crecimiento económico
La protección de los derechos y libertades 
individuales
La posibilidad de elegir a las autoridades de 
gobierno
La mayor igualdad de oportunidades
El respeto a los derechos humanos y de las 
minorías









1995-2000 2000-2004 2004-2008 2008-2012
Mucha-Bastante Poca-Ninguna
Fuente: Elaboración propia a partir de datos PELA 
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Gráfico 4: Características relevantes para la consolidación 
de la democracia 
Gráfico 5: Principales temas que amenazan la estabilidad 
democrática 
Por el contrario, como puede observarse en el Gráfico 5 el mal fun-
cionamiento del Poder Judicial es percibido como uno de los temas 
que amenaza “mucho” la consolidación democrática en Guatemala, al 
lado de otros, como el narcotráfico, la inseguridad ciudadana, la po-
breza, la marginación y la crisis económica. 
Si sumamos las respuestas donde los legisladores señalan que la ame-
naza por dicho mal funcionamiento es mucha o bastante, los valores 
se amplían, manteniéndose por encima del 80% para los cuatro perío-
dos legislativos, como se ve en el Grafico 6. 
 
 
Gráfico 6: Mal funcionamiento del Poder Judicial como ame-
naza para la consolidación de la democracia 
 
Percepciones de los parlamentarios sobre 
el Poder Judicial 
Los diputados guatemaltecos muestran “poca o ninguna confianza” en 
el Poder Judicial, en porcentajes que van del 77,3% en 2000-2004 al 
87,3% en la última legislatura11.  
 
10 La pregunta formulada en el cuestionario de PELA es la siguiente: En la actualidad, hay una serie de temas que pueden representar una amenaza o un riesgo para 
la consolidación de la democracia en Guatemala. De los siguientes temas que le voy a nombrar, ¿hasta qué punto: mucho, bastante, poco o nada cree usted que resultan 
hoy una amenaza para la democracia guatemalteca?.  
11La pregunta formulada en el cuestionario de PELA es la siguiente: En relación a las siguientes personas, grupos e instituciones, me gustaría saber, ¿qué grado de 









1995-1999 2000-2004 2004-2008 2008-2012
El contrlo civil de las FFAA
El consenso sobre la Constitución y las instituciones básicas
La descentralización y democratización regional
Los procesos electorales limpios y libres
Los valores democráticos de la ciudadanía









1995-1999 2000-2004 2004-2008 2008-2012
La crisis económica El terrorismo y la violencia política
El mal funcionamiento del poder judicial El narcotráfico
La inseguridad ciudadana La pobreza y marginación














Fuente: Elaboración propia a partir de datos PELA 
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Gráfico 7: Confianza en el Poder Judicial (% de parlamenta-
rios que afirmar tener poca o ninguna confianza) 
 
Así, el organismo judicial resulta la institución en la que menos conf-
ían. En el siguiente gráfico puede observarse la diferencia entre los 
niveles de confianza en el  Presidente de la República, el Parlamento y 
el Poder Judicial. 
 
Gráfico 8: Confianza en las instituciones(% de parlamenta-
rios que afirmar tener poca o ninguna confianza) 
 
Las percepciones sobre la independencia del poder judicial son más 
alentadoras13. Llama la atención que mientras en 2000-2004 un 92,6% 
de los parlamentarios puntuaba a los jueces entre 3, 4 y 5 -en una 
escala de 1 a 5, donde 1 significa mínima independencia y 5 máxima 
independencia-, tal porcentaje cayó drásticamente en 2004-2008, 
quedando en un 66%, para subir de nuevo en la última legislatura al 
83,6%. 
 
Gráfico 9: Percepciones sobre independencia del Poder Judi-
cial 
Como principales obstáculos para que el Poder Judicial actúe de for-
ma independiente destacan, en la últimas dos encuestas, la presión de 
los grupos económicos y el sistema de nombramientos y destitución 
de jueces, mientras se concede una importancia menor al tema de la 
formación de los funcionarios judiciales14 
 
13 La pregunta formulada en el cuestionario de PELA es la siguiente: Hablando del Poder Judicial, ¿podría darme su opinión sobre la independencia del mismo en una 
escala de 1 a 5, donde “1” significa mínima independencia y “5” máxima independencia?. 
14 La pregunta formulada en el cuestionario de PELA es la siguiente: De las cuestiones que le cito a continuación, ¿cuál es en su país el principal obstáculo para que el 






























El Presidente de la República El Parlamento El poder judicial
















(1) Mínima independencia (2)
(3) (4)
(5) Máxima independencia
Fuente: Elaboración propia a partir de datos PELA 
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Gráfico 10: Obstáculos para la independencia del Poder Judi-
cial 
Por otro lado, los diputados guatemaltecos no se ponen de acuerdo 
en cuanto la importancia que tienen en Guatemala conflictos entre 
los poderes del Estado, repartiéndose las respuestas entre mucha-
bastante y poca-ninguna casi por partes iguales en las dos últimas 
legislaturas. Sin embargo, si se compara este resultado con las dos 
primeras legislaturas, donde más del 60% concedía poca o ninguna 
importancia es este problema, es posible notar que empieza a ser un 












Gráfico 11: Percepción sobre el grado de importancia de los 
conflictos entre los poderes del Estado como problema 
 
 
Poder Judicial y Democracia 
Los datos referidos muestran como en la legislatura 2004-2008 fue 
cuando mayor porcentaje de parlamentarios guatemaltecos conside-
raban que la democracia de su país era poco estable. Sin embargo, en 
ese mismo período, en medio de la fragmentación del sistema de 
partidos y la violencia, el 93,6% de los diputados creían en la demo-
cracia como la mejor forma de gobierno. Aquí debe tenerse en cuen-
ta la decisión adoptada en 2003 por la Corte de Constitucionalidad, 
avalando la candidatura de Efraín Ríos Montt a la Presidencia de la 
República, en contra de la Constitución y sus propias decisiones ante-
riores, como de las de otros entes judiciales.  
 
Los estudiosos de los jueces como actores políticos en muchos casos 
parten del supuesto de que la intervención judicial es positiva para la 
democracia, sin embargo, en un plano más general, el papel de los 
jueces encuentra contradictores. Los críticos sostienen, por un lado, 
que la legitimidad democrática no radica en los jueces (Dahl, 2000; 
Linares, 2008; Walzer, 2010) y por lo tanto no es a ellos a quien co-
rresponde tomar las decisiones políticas, a lo que se suma que, al 
tratarse de órganos no representativos, no pueden ser objeto de 
control por parte del electorado. Por el otro lado, denuncian riesgos 
de politización de la justicia (Domingo, 2004: Martínez Barahona, 
2009) o de su uso como arma política (Maravall, 2003 y 2008; Wal-
zer, 2010).  
15 La pregunta formulada en el cuestionario de PELA es la siguiente: A continuación, le voy a nombrar una serie de problemas comunes a muchos países. ¿Podría indi-






















La dependencia de los jueces con 
respecto a las decisiones de la CSJ
El sistema de nombramiento y 
destitución de los jueces
La falta de recursos materiales y/o 
humanos del Poder Judicial
La dependencia financiera
La formación de los jueces
La presión del Ejecutivo
La presión de los grupos 
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1995-2000 2000-2004 2004-2008 2008-2012
Mucha-Bastante Poca-Ninguna
Fuente: Elaboración propia a partir de datos PELA 
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El argumento principal de quienes defienden la participación activa de los 
jueces, se sustenta sobre la supremacía constitucional y la necesidad de su 
protección, aún en contra de la voluntad de las mayorías políticas y el pro-
pio Estado (Courtis, 2005: 69 y 70), con lo que además se provee de legiti-
midad simbólica al gobierno (Martínez Barahona, 2009). En cualquier caso, 
cabe recordar que uno de los propósitos de la separación de poderes es 
que unos sirvan de contrapeso a los otros. Si se entiende la democracia 
como un concepto que va más allá del régimen y en consecuencia, además 
de elecciones limpias y competitivas presupone ciertas libertades y garantías 
fundamentales (O`Donnell, 2007), resulta innegable la centralidad de los 
jueces para su consolidación.  
La Corte de Constitucionalidad guatemalteca es un claro ejemplo de que el 
poder judicial puede ser cooptado por los otros poderes y en lugar de ser-
vir de garantía sobre la integridad de la Constitución y los derechos de las 
minorías, servir para legitimar ilegalidades. En 2003 se puso en el centro de 
la discusión política contribuyendo a que se generaran en las élites parla-
mentarias percepciones de inestabilidad política y falta de independencia del 
poder judicial, sin embargo, ello no puede llevar a desconocer las potenciali-
dades de dicho poder para la consolidación del estado de derecho y la de-
mocracia, así como para la protección de los derechos de las minorías, 
derechos que han dejado de ser percibidos por los parlamentarios como un 
problema importante en Guatemala. 
Resulta alentador encontrar que el parlamento guatemalteco es consciente 
del obstáculo que implica para la independencia judicial el sistema de nom-
bramiento y remoción de los jueces, aunque para algunas modificaciones se 
requiere una reforma Constitucional16 Al mismo tiempo, el tema de la for-
mación de los jueces, que incide directamente en la calidad de la justicia y 
ha sido objeto de estudios empíricos (Pásara, 2010), recibe menor atención 
por parte de los diputados entrevistados. 
Por otro lado, como los demás países de la región Guatemala tiene una 
tradición civilista en la aplicación del derecho, así como un sistema político 
presidencialista, donde, en teoría, las tres ramas del poder público -
ejecutivo, legislativo y judicial- deberían tener poderes equilibrados, aun 
cuando en la práctica el ejecutivo acumula la mayor parte del poder, con el 
respaldo de las Fuerzas Armadas. El leve cambio en la percepción de los 
parlamentarios sobre conflictos entre los poderes como un problema rele-
vante, puede ser un indicador de cambio sobre tal hegemonía.  
Es posible ver cómo los parlamentarios relacionan la democracia con la 
protección de derechos y libertades individuales, pero no así con la resolu-
ción de conflictos de forma pacífica. Así mismo, una gran mayoría considera 
el mal funcionamiento del poder judicial como una amenaza para la consoli-
dación democrática, percepción que se mantiene a lo largo del tiempo y que 
se acompaña de muy bajos niveles de confianza en la institución. Así, las 
reformas contenidas en la Constitución de 1985 y las emprendidas luego de 
los acuerdos de paz no parecen haber generado en la élite parlamentaria 




Guatemala está a las puertas de unas nuevas elecciones presi-
denciales con el organismo judicial como protagonista, por un 
lado están las decisiones de la Corte de Constitucionalidad 
sobre un caso de violación de derechos humanos al cual se ha 
relacionado al candidato de derecha y ex militar Otto Pérez 
Molina17, y por el otro las decisiones sobre el divorcio de Álva-
ro Colom y su esposa Sandra Torres, para que ésta pueda pre-
sentarse a la contienda. Estas decisiones -además de afectar el 
curso del proceso electoral- tienen un valor simbólico que 
impacta en las élites y en los ciudadanos, e inciden, como las 
demás decisiones judiciales, en la consolidación del precario 
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